
EL CONlKOL JbRfSDICCfONAI, DE LA CONSTITL'ClOiLALI1)AD LM.: 
1,4S T.EiES: ITNA CONTRIRCCION DE LAS AMERICAS 4 

1.4 CIENCIA POI,I'FIC.4 

EL SISTEMA MEXICAYO 

El justificadaineiitc Ianioso juicio de aniparo de México ha sido conilia- 
rado a una "águila gigantesca, que abrc las alas en toda su magriitud y llega 
hastu las cumbres, desde doiide puedc vcr hacia abajo las iiuhiss de las viola- 
ciont.. dc.1 derecho iiidi\ridual; encima sólo el sol de la humanidad y de Iü 

jiistiria, derramando sobre rl mundo de la .sociedad y del derccho su calor 
y su Iitz". " Otros le han Ilama<lo "el juicio de los jiiicios" 31 y "la aporta. 
<.i<íri jurídica <Ir l\ill.xico a1 dev<.liir coustante de la cirncia del D e r e ~ h o " . ~ ~  

Claro que el constituyente dr: 1857 iio se coiicretó a Iiacrr sólo un simple. 
trasplanle del jtiicio coii~titiicioiial riortramrricano: que lia sido coiifu!idido 
con rl jiiicio de lln1,cu.s corpus y su auto de proirccióii personal. Afortuna- 
dainentr, la falta de co~iocimieiito profundo dc dicho juicio trajo como con-<,- 
turncia qiii: la ~ i m p l r  adaptacihii <Ir1 I~rocedimiento norteamericano a ni 
mrdio se convirtiera en la creación de una niieva institución jurídica. Mirii- 
tras quc el 311to d~ haLe<~s Corpus íInicamrntc protegr la lihertnd física contra 
la <letciiciú~i arhitrnria o ilrgal, en el juicio de aiiiparo tipnrt~ ustedes lo- 
mexicanos iinti grandiosa instituciúii que protege coiitra toda arbitrariedad 
kis derc<:lios individuales que a todo honilire le ha su Constitucióii. 

El ~rrlicolo l.?. Es iiri Iiccho evideiitr. y cuya crplicaciún hu~lga ,  quc 8 . 1  

juriain vire y piixiva ?ir un medio a cuyo iiifiujo no puede siistracrse. Aiiii 
<:~iaii<!o Josi Frrnando Rumiret, Maiiuel Crcceiicio Rejón, y, sobre todo; %la. 

:'O 1. RUJAS y F. YASCI:.<I. GARC~I. El Amparo y sus Kelorrnor (190i). p. 138. 
Itomeo L ~ 6 r  O n ~ l i ~ ~ s .  El Juicio de Amparo ( 3 h d . ,  1957). 1,. Y. \'éasr tainliiiii 

Felipe Tzría R ~ M ~ R u ,  Derecho Constilucionol Mericnno (4' ed.. 1958), p. 410: "1.0 

institución más suya, la inús noble y ejemplar del derecho mericano". 
""oorci: I'sl,isoi % S~AXIZ~FHIO. La b'ioiiza y e1 Juicio de .Impr~ro (1938). p. 5. 
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riano Otero, "los creadores del juicio de amparo", hubieran tenido nila com- 
prensión perfecta de las instituciones de mi pais, la stiiil influencia de las 
instituciones españolas y la manera de pensar latinoamericana, no dejarían de 
influirles. Aún la Argentina, que copió los procesos de mi propio pais más 
plenamente y con más exactitud que México, vino a encontrar que l a  falii 
en la ley argentina de un remedio legal correspondiente a la "injimction" 
inglesa 33 mermaba profundamente la verdadera protección de los derechos 
individuales. Este fue el estado de cosas, hasta que la Corte Suprema de 
Justicia el 27 de diciembre de 1957, decidiendo el caso Angel Siri, modificó 
una prolongada y uniforme jurisprudencia y virtualmente creó un remedio 
muy semejante a nuestra "injunction". En este caso, el director de un perió- 
dico clausurado por orden de una autoridad pública solicitó amparo judicial, 
invocando las libertades constitucionales de imprenta y de trabajo. La senten- 
cia de la Corte afirmó "que basta esta comprobación inmediata para que la 
garantía constitnciotial invocada sea restablecida por los jueces en su inte. 
gridad.. . Las garantías individuales existen y protegen a los individuos por 
e1 solo hecho de estar consagradas en la Constitución, e independientemente 
dc las leyes reglamentarias". 34 En sentencia del 5 de diciembre de 1958, 

8-3 He prelerido usar la pnlnbrn irigleca "injunction" en vez de tradiicirla por "pro. 
hibieióii", "interdieeión". "eiitredicho", etc., porque la "inji~nction" t ime un sentido 
complejo, incapaz de ser expresado totalmenta por uiia sola palabra espaíiola. Las 
S'. cnjunctions" son dos tipos, tiiio negativo y otro positivo. El primero es un mandato 
restrictivo, que impide a iins persona o a :ina autoridad cometer a ejecutar iin acto 
que parezca ser contrario a 18 equidad o coiiciencio. El segunda es un mandato por 
el cual se ordena n una persona o a tina niitoridad ejecutar o dashacer nn acto, es 
decir, puede compeler la ejce~ici¿n de un acto afirmativo. Una "injunction" se dirige 
contra cualquier ptrsoiia, ya sea particular o autoridad; y puede ser reqiierida tanto 
par una autoridad como por una persona particular. Las "injunctions" permanentes 
son decretadas solamente despues que las derechos de las partes han sido finalmento 
determinados por el trilntiial. Sin embargo, las "injunc¿ions" preliminares pueden ser 
decretadas mientras estú pendiente el juicio. Una de sus fiincianes principales es 
prohibir el cumplimiento de las leyes hasta que su constitucionalidad haya sido deci- 
dida. La "injunction" pendente lite es más amplia que la  silcpcnsión en el juicio de 
amparo porque la primera puede hacer algo más que conservar las cosas en el estado 
en que se encuentren. 

34 República Argentinn. Fallos d e  la Corte Supremo, tomo 239, p. 463. Véasc Se. 
gundo V. Liarncs QUIXTAXA, Acciún dc Amparo: Estudio Comparado con el Juicio 
de Amparo de México y el Mandoto d e  Seguridd d e  Brasil (Dilenos Aires, 1960). 
pp. 11 n 25; "Modificacióii de In jurisprudencia de la  Corte Suprema sabm el ampan 
de l a  libertad", Diario La Ley (Buenos Aires), 7 de mayo de 1958. Linares Q. había 
estada en favor de esta sxpaiisión. Véase su articulo intitulado "La protcccibn jurlsdie. 
cional de la libertad y los efectos del Estado de sitia" en el Diario d e  Jurisprudencia 
Argentina del 22 da febrero de 1957. 



este recurso fue ampliado, explicando la Corti: que "nada liar. tanipuco, 
qitc autoricc la afirmación de quc cl ataque ilegítimo, grave y mnnifiesto. 
contra cualquiera de los derechos que intrgran la lil>ertad.. . carezca de la 
protección consiitucioiial adecuada.. . por In sola circunstancia de que est. 
ataque rmanc de otros particulares o de  grupos organizados de individuos". 
y no de una autoridad pública. " Así pues, la Corte, usando la   al abra espa- 
ñola "amparo", ampliada en ?u sentido por el uso que de ella se había hecho 
eli México, pudo sttplir la drficiencia que, de otro modo, hiibiera obligado 
ii la parte dañada a reclamar ciis dercchos por medio de los juicios ordina- 
rios, con traslados, vista-. ofrecimientos de priirhas, etc., para llegar al fin a 
obtener uii fallo qtie vendría demasiado tarde para proveer una reparación 
adecuada. 

El articulo 14 de la Constitución Mexicana de 1857 es un ejemplo perfecto 
de lo que puede suceder ciiando el lenguaje de un docuniento en inglés se 
traduce al español, y es así injertado t-u un tallo latinoamericano. Su ora. 
ción segunda, "Nadic puede ser juzgado iii sentenciado sino por leyes dadas 
con aiitcrioridad al hecho y exactamente aplicables a él, por el tribunal que 
iceviamente haya establecido la ley", es una revisión del articulo 26 del pro- 
yecto iiresentado al Congreso de 1856 por la comisión encargada de  formii- 
larlo, que dice así: "Nadie piiede ser privado de la vida, de la libertad o 
de la propiedad, sino eii virtud de sentencia dictada por autoridad compe- 
tente, y según las formas rxpresamcntc fijadas en la ley y exactamente 
aplicadas al caso''.JB Esto, a sil vez; fue una tradiieeióii libre y- poco aforiu- 
- 

.?S El caso de Satnuel Kot, Repiiblici Argcntini, Fall<is r!e lo  Corte Supremii, tariio 241. 
11. 299. 

Como nuestra "injunctior~" iiig!nn, la acción di: ninpatm constiiiiyo tin reciirso cx. 

traordinario cuyo cmplco procede únieanientc en ausencia de proecdimientos adecuados 
esta!>lecidoa pzia la tutela judicial del dereclio debatido. Es improcedente emplearlo. 
pues, si existen vias ordinarias para que el iecurrcntc oltcrign sati-faceiún a su derc- 
cho sin daiio grnri: c irrepnrahle. i'éonsi las numerosas sentencias registiadas en los 
índices de los Fallos de la Corte ' r ~ p r e m  Iiajo el tiiulo, "recurso de amparo", y las 
frc:cuentcs notas publicadas en la Reuist<r de Irrris,irudeiici<i Arjieiitinn, incluidas en 
.;rio<:iuntc ritulo, especialmente J .  L. A ~ r a o i : ~ ,  "inie:;ireiaciri;r jeiispiudencid del om. 
paro y su inclusi4ri e?, cons?i?rir.ione; ~>roiiincioles", J .  h.. 1961 -11. pp. 54,1-565( y C .  E .  
iiobrano, "Necesidad urgente di. irnn ICY de <rm:,orr, dc l<io libertndes consri~uc~onrdes". 
J .  A,, 1961 -IV, )>p. 108-110. 

36 S(~cqir;i Emilio IIt-.ic\. -1 .frticiilo 14 (19061, 1,. 16, Esta fiase rio i i ic ii:iiic:i 

rnatrrin de diseiisibn en el Coiigreso Conititriyent~, ni rn su fondo ni en cii forma. 
!.a reri:ibii parrce Iaiiher siclo inspireila "tit. e1 I~i,ziiaj:: de1 nrticolo 9 ( d i )  dr la 
!:oiis:iiitcii;n Ccntroli~tn dr 1823: "N:i.lir piie<!e spr juigado ni ~entenciii<lo cn 8118 



nada de la frase que se encuentra en el articulo 5 de las enmiendas a la 
Constitución norteamericana, "No person shall. . . be deprived of life, liberty, 
or property, uiithout d m  process o/ law". Esta frase podría ser traducida 
más literalmente del siguiente modo: "Nadie será privado de la vida, de la 
libertad, o de la propiedad, siii el debido proceso legal"; pero aún esto 
careceria de perfecta claridad. El lenguaje adoptado hubo de causar un 
profundo efecto, no solamente en la naturaleza del juicio de amparo, sino 
también en cl sistema federal. 

La doctrina de Lozano, Vallarla, y otros, fue en el sentido de que el 
articulo 14 sólo regía para la materia penal. Pero, al ponerse en contacto 
con la realidad de la dinámica jurídica, las palabras de este artículo hari 
sufrido transformaciones profundas. Segúii Raha~a, "La Corte cedió a la 
tentación de extender su poder y se cmpeñó en ampliarlo; consintió en de- 
clararse garante de todos los derechos civiles; fed~ralizó el derecho común, 
y.  . . se arrebató a los jueces locales su jurisdicciún privativa y a los Estados 
la garantía de la independencia federal". 37 

No es mi deseo tomar parte cn el debate referente a si es descablc o no 
esta expansión de los poderes judiciales federales. Noto que todos los esfuer. 
zos hechos para poner freno a esta expansión han falladmas Por cierto que 
el argumento de que "está en abierta pugna con el sistema federa t i~o ' ' ,~~  
es demasiado exagerado para someterlo a análisis. En mi propio país, las 
cortes de los Estados tienen la última palabra en cuanto a la interpretación 
de las leyes del Estado. '0 Este es también el caso en muchos sistemas federa. - 
causas civiles y criniinales sino por jueces de su propio iuero, y por leyes &das y 
tribunales establecidos can anterioridad al  hecho a delito de que se trate". 

37 Emilio RAIIASA. La Constitución y la Dictadura (3' ed., 195.5). p. 219. 
8s La revisión de 1950, al sustituir "conforme a las leyeS' por "leyes.. . euaeto- 

mente aplicadas", parece no haber enusado ninguna diiereneia en la próetica. 
$0 Secretaria de Gobernneión, Proyecto de Retonnas (1922). p. 40. 
40 Cuando una Corte Federal tieiie jurisdicción en un caso referente o problemas de 

las leyes de un Estado, está obligada, por supuesto, a decidir estos problemas, coma 
debo decidir también todos los problemas de leyes extranjeras que sean pertinentes 
al caso. Sin embargo, adaptara la interpretación de la ley del Estado sdoptada por In 
Corte Suprema del Estado en cuestión. Véase Erie Railrood Co. V. Tompkins, 301 U.S. 
61 (1938). Si el sentido de una Icy no está claro y aún no ha sido interpretado por 
la Corte Suprema del Estado, les Cortes Federales con frecuencia suspenden la decisión 
del casa hasta que las portes acuden n las Cortes del Estodo y obtengan una deci- 
sión respecto al punto en disputa. Esto es asi, particularmente cuando la ley del Estado 
prevé un procedimiento rápido, tal como la sentencia deelarstoria. Ejemplos de esto 
son los cacos Spector Motor Scrvica, Inc. v. hle Laughlin, 323 U.S. 101 (1944). y 
United States Gaa Pipe Line Co. V. Ideal Cemeiit Co., 369 U.S. 134 (1962). 



les de Ciidaniéricn. " Pero rl Csii:cdB tiene un sistrma fed~ra l  exactamente 
del mitmo exc(.lcnte patrbri, auiirliie su Corte Siiprciiia es iina corte de juris. 
diccióii iiii::I pura cucstioni~s de Icyec taiito d~ las provincias como de las del 
Doniitiio. 1.0 ~:I'P < S  m11y int~resatitc y e ~ t r  es rl punto que quiero subrayar 
aquí: e,s que fiie una frase copiada de la Cniistitución de mi país la qirr 
E? usó para convertir el federali5mo mexicarici al patrbn can a d' iense. 

Gracias a este artículo 1.1, de la Constitiiii6n hlexiratia, el jiiicio <!e ain. 
paro se ha convertido en un coiitrol doble de constituciorialidad y de legalidad. 
Como Iia dicho Rodolfo Reye?, el control dc la lpgalidad es "uii:i fuiici6n qtie 
realmente es la de un alto y siipremo Tribunal de Casación". n V i i o  se pre. 
gunta si vale la pena exigir qiic :e inicie una iiiieva demanda en lugar de 
permitir una api:lacibn sohrt~ los puiitos de la controversia original. Sin duda 
fue solamente el Iiecho clc que la Suprema Corte pudiera conocer del pri- 
mero, y no del segundo, con el lenguaje del articulo 14 y las lcyes pertineiites. 
lo quc Il~ví> a !a opción final. 

El sistema mexicano cono sistenrn mixto. Me perdonariii ~i empiezo di- 
ciendo qiie par2 un extraño, cl eistcina mexicano no parece tencr la unidad 
de  que hablan sus escritores. Yic aprcsuro a añadir que yo iio considero este 
un defecto serio. En verdad, no lo coiisidero defecio ninpiino. 

Acabamos de observar cómo la Suprema Cortr de México ha extendido 
el alcance del amparo al canilio de la legaliilad. Aqiii, aunqitc coriserva la 
forma de un juicio, rcalmrntr parece ser un 1.Ccursn. Así c111e \tic?:ro am. 
paro tiene iin campo más amplio todavía que el que oculiaii ri1 la Argentina 
rl habeas Corpus, el nuero juicio de amparo crea<lo jtidicialmcnte, las mo- 
cionps por vía de excepción dc incon;iitucionalidad i.11 accioiies ordinarias, 
y el recurso de apelación o <le iaiación; inái amplio, porquc cn la i l r ~ ~ n .  
tina una derisióri dada por una corte de cualquier Estado, en ciiaiito al senti. 
do y justa aplicaciún de  una ley o ~lecreto de! Eztado. rs <lefinitiva. Es tan 
- 

4 1  Hasta lu Coiistiiueiin de 1901 Venezizela concidiii facilitad :I It (:»rte Supr~rnd 
Federal para conocer del canflicfa de lns !?)-es estatalis ciiirr s i ,  romo en hléxico y el 
Canadá. I'ero en el articulo 105 19') de este dccumento, rw las palabras de Carloa 
SEQUERA, "se icorrigió cste irror. .aprimiéiidoso la intrrvencijn <le lu Corte Fedrrzl 
en materia de colisión entrc Icyes estatiles". El Control lui i .~diccio,~nl  rle 10 Consiiln- 
cioi~alidod Ii,tiinseco de las L e y ~ r  -hsir~dio dc  Dereclio Venezolano y ,le Derecho 
Compnrndo 1 Caracas, 19391, pii. 04-85. 

4.2 Rodolfo Rrurs. El Juicio de Amparo de  Gnronlias en el Dererlio Constiriicionul 
Mezicono (Madri<l, 1916), p. 36. 

43 hlnrio oc r Cui:v~, reseña vn la R ~ u i i l o  de la h:srur!:i iVn<ioi;ol <le Iuris,irudcn 
cio (hfirira),  torno 2 ,  p. 396 (1910): "Se ha irnnsformadu cn iiria tcrr:era instancia. 
como coritrol de la legalidad.. En Fste iispecto, C I  amparo r5 i in rrrii icu..  ." 



amplio como el alcance que tienen en el Brasil combinados el ltaabeas Corpus, 
el mandato de seguridad (mandado de seguraiipa), la moción por vía de ex- 
cepción, y los dos recursos: el que se llama "extraordinario", que se lisa 
para cuestiones constit~icionales, y el de casación. 

No solameiite es el juicio de amparo, en lenguaje ordinario, algo más que 
un medio para hacer cumplir las garantías constitucionales, sino que además 
es el único medio con que tales garantias son mantenidas en vigor en Mé- 
xico. En la dinámica política contemporánea ya no aparece el Estado como 
el único agente qiie piiede hacer peligrar los derechos constitucionales del 
individuo; sin embargo, el juicio de amparo sólo puede ser invocado contra 
algiina autoridad. Aún en el caso de estar implicados órganos del gobierno, 
puede haber otros recursos disponibles. Como ha dicho el Dr. Mariano Azuela. 
" No es necesario atacar la ley en amparo puesto que la autoridad encargada 
de aplicarla no la aplicaría". 44 Vuestra Suprema Corte, desechando el pro- 
yecto prncntado por el Ministro Gabino Fraga como ponente en el año 1942, 
ha decidido que el Tribunal Fiscal de la Federación no puede poner en duda 
la constitucionalidad de una ley. 45 Sin embargo, un litigante puede presentar 
un recurso ante la Suprema Corte en contra de las resoluciones de dicho 
Tribunal; y, según Tena Ramírez, "no cabe duda que el Tribunal rnáximo 
puede conocer en segunda instancia de cuestiones de inconstitucionalidad 
de leyes". ' 6  Y luego, por supuesto, tenemos los casos presentados directa- 
mente a la Suprema Corte en pleno, de conformidad con el artículo 105 de 
la Constitución y el artículo 11 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación, con el propósito de decidir cuestiones constitucionales. En verdad, 
Tena Ramírez llega hasta decir que "cuando la Suprema Corte conoce en 
única instancia de un juicio ordinario, es evidente que el intérprete sumo d ~ :  
la Constitución puede apartar una ley a ella contraria". 47 

44 Apuntes de.. . Garantías de Amparo (1936), p. 140. VEanse, tninbiCu, pp. 101- 
102 y 105. 

45 Vease más arriba, nota 16. Pasaron cuatro años más hasta que este <%aso iuc 
finalmente decidido par la Corte el  28 de octubre de 1946. Cia. Telefóiiica de Sabinac, 
amparo administrativo en revisiún, Seminario ludiciol de In Federocián, 5' 6poca, 
tomo 90, p. 1187. Esta notiiieú al demandante que había perdido su dereclio a poner 
en litigio la constitucionalidad de la ley por haber scyiiida un procedimie.ifo equi- 
vocado. En vez de agotar los recursos ndmiiiistratiros apelando, primero n la Dirección 
General de Aduanas y luego al  Tribunal Fiscal de la Federación, debería liabsr inter- 
puesto un amparo indirecto o de doble imiancia contra la ley ileiitm de 15 días des  
pués de saber sido aplicada la ley o In compañia por la Adiiann do Piedras Ncgraq, 
Coahuila. 

40 Op.  cit., p. 487. 
$1 Id., p. 491. 



Algunas diferencias entre el juicio de amparo y el sisteina nor~rum~~ricuno. 
!le dicho que en sus esfiierzos para adaptar el sistema norteamericano a srr 
muy distiiito sistema de derecho, México ha producido una institucióii jurí- 
dica que es nueva en muchos aspectos. Las semejanza-, sin embargo, exceden 
coi1 mucho a las diferencias, particularmente eri materias verdaderamente 
hásicas. Las diferencias priiicipalen están en las cortes que coiioccii de cstas 
niaterins y en el procedimiento seguido. Aún aquí algiinas de las difcrrncias 
ion mhs npareiites que reales. 

Mientras qiie en mi país todo juez, incluyendo hasta u11 juez de paz, i,stú, 
ilo so!arnente autorizado, sino también legalmente obligado a rehusar aplic-r 
una ley, ya federal, ya del Estado, que enciientra está en conflicto con 
la Constituci;>n; ustedes reservan pita autoridad a las cortes federales. Según 
ha dicho la Sala Auxiliar: "Ro todo órgano judicial es conilietente para 
declarar la incon~titucioiinlidad de una ley, sino solamrnte el Poder Judicial 
Federal, principalmente a través de un juicio de fisoiioii~ía sinsular como rs 

el de  amparo". 48 

Este caso indica tambiéii lo que a primera vista parece ser otra diierrncia 
iiiuy significativa entre los dos sisteiuas: virestro amparo puede ser invocado 
solamente contra "la autoridad responiihle", la cual es definida como "la 
yur  dicta u ordena, ejecuta o trata de ejecutar la ley o el acto reclamado". 
Azi, aunque el litigio origiiial era entre la señora Aurora Garza de Grauman 
y otras cuatro personas, todas reclamando sus derechos hasados en el testa- 
mento di1 Sr. José L. Garin, el amparo fue pedido coiitra el Magistrado de 
la 3a. Sala del Tribunal Superior de Justicia del E5tado de Coahuila, el Juez 
[le l a .  Instancia del Ramo Civil del Distrito Judicial de Saltillo y los actuarios 
ilel mismo juzgado. En el sistema norteamericano, las partes siguen siendo las 
mismas durante el proceso entero. Opino, sin embargo, que esta diferencia 
1,s bastante superficial, pucito que, en gran parte, con~iste meramente cn el 
orden ,:ti que se niencioiiaii los iiombres en el fallo. Voy a intentar trazar 
aquí el curso de un litigio desde la Corte de l a .  Instancia hasta la Corte 
Suprema de los Estados Unidos, y notar luego cómo se hubiera desarrollado el 
mismo caso bajo un sistema como el vuestro. Creo que estaremos de acuirdo 
en que las diferencias significaiivas conciernen a materias muy difcrrntes. 

La ciudad de Wilmington, Delaware, creó la Wilmington Parking Aut. 
Iiority, (Autoridad de Estacioiiamiento de Automóviles de Wilmingion) para 
- 

1s Aiirorn Garzn de Graumnn, 3 de julio de 1953. .Srmonaii<i Judiciai de lo FE&- 
ración, 5- época, tomo 117, p. 86. 

''9 1 c de .Amparo. nriiculo 11. 



consiruir y adniiiiistrar el funeionamieiito de uii graii edificio da estaciona. 
miento de automóviles. Coii el propósito de ayudar a financiar el proyecto, 
que se esperaha podría ser mantenido coti las rentas propias, se cedió en 
alquiler el cuarenta por ciento del edificio a otros nrgocios. Al restaurant 
Eagle Coffee Shoppe, Iiic., se le concedió eii arreiidamiento por 30 años, a 
una renta anual de veintiocho mil setecieiitos clólares, iina parte del edificio 
que quedaba frente a la calle novena (Nintli Street), dicho restaurante gastó 
unos doscii.n!os reint,: mil d6lares para poner cl local en coridiciones ade. 
cuadas a su negocio. Su servicio estaba limitado a gente de rolor blanco, y 
a un tal Burtoii, negro, nc negaron a servirlc solamente a cansa del color de 
su piel. Este entabló un pleito contra la conipañía (del restaiirant) en una 
corte del estado, suplicando a la cortc qiic declarara su derecho a que se 
te diera servicio, y que prohibiera a la conipañía el rehusar servirle. Insis- 
tia el demandante en que el establecimiento era uiia posada o foiida (“inri"), 
y no un mero restaurant, por lo que estaba obligado, según las leyes del 
Estado de Delaware, a servir a todos los qiie ofrecieran pagar; y que, aún 
cn casode estar él equivocado, la Enmienda Catorce a la Constitución Federal 
liaría ilegal la discrimiiiación a causa del color de la persoiia. La defensa de 
la empresa del restaurant fuc que no era posada, y que no estaba sujeta a 
la disposición dc la Enmienda Catorce, que dice "ningúii cstado.. . rehu- 
sará a persona alguna. . . la igual protección di: las leyes", porque clla era 
solamente una empresa privada, manejando o dirigiendo un iicgocio privado. 
La Autoridad del Estacionamiento fue señalada también como parte deman. 
dada, alegando el demandante que clla había amenazado al restaurant con 
la cancelacióii del arrendamiento si daba servicio a negros. Esto se negó por 
ambos demandados. Si no hubiera sido deinaiidarlu, la Autoridad del Esta. 
cionamiento podría Iiaber intervenido también coino parte deniindada, ale. 
gando que si Riirtoii llcaaba a ganar el pleito, cl valor del alquiler de su 
propiedad disminuiría. 

Aunque la Cortc de l n  iiistaticia decidió todas las cucstioiicc de la ley 
del estado P n  favor de los demandados, su fallo fue en favor del deniandanto, 
sobre la hase del argumento constitucional. Este fallo fue echado abajo 
por la Corte Suprema de Delaware, que decidió que la compañia dcl restau- 
rant estaba actuando "eii capacidad puramente privada" y por consiguiente 
iio estaba sujeta a las limitaciones de la Enmienda Catorce. " Burton elevó - 

60 Rurton v. Wilmington Parking Authority, nnd Icade Caffe Slioppe, Ine. 150 
A. 2d 197 (1959). 

61 "Wilmingtoii Parking Ai~thority ond F.RF~? Coffe S l q p e ,  Ine. v. Rurron; 157 
A.2d 894 (1960). 



una i,,.tición y alrgatos escritos ("brief") a la Corie Siq>rina dc li>s ICstados 
Unidtis, suplicándole que revisara la causa; la compañia del restaurant y la 
Autoridad del Estacionamiento a su i.ez pre.sentnron alegatos escritos contre 
In ro?iccsión dc  tal pctici5n dc rrvisi6ri. 

Si ciintro o ni& de los IIIICYP ~nicn>l~ros d<l la Corte Si~l>renin descari con- 
cnlei. ];, ~ i s t n  &: una v 2 1 1 ~ :  S<. i:«iicrdt, -iinipi(: IILI atili) ("writ") dc certiura- 
,i. Fiie coiicedido i,ii vstc caso. Aini>;ii I~a r t r i  I,rcsc'ntaroii extensos alegatos 
i.scritos ("briefs'.), p:!ro solaineiite eii cuuiiti, ;i la rucstiíiii ronstititr:ioiial; e1 
fallo dc la Corte clcl Fktado, por ~ i ~ ~ ) ~ i w t o :  ~ I I C  defiiiitivo <:11 cii;int@ a todas 
iits curstioiies de la-; Icjrs de I)<,laiiare. El Stilici!adur (;er><.rzI (Sulicitiw Ge- 
ircral) de los Eztadi,~ liiiidos "' st>liciiíi 1xiriiicu pirx pr,:srntar un alegato 
qscri:o como "auiigo dc la Corte" (<ii:iicr<s cur i te )_  vi cual fue conct:dido. El 
Soliritador arguyú v;i Iavor d r  Burtoii. i;?:iiiii.iiicndo quc la posesión pú- 
h!ica <ir.! edificio era uii factor decisivo. Después de qiie los magistrados hu. 
hicroii ~studiaclo e1 rxpedieiitr y los alr:ator ?seritos. las euc~stion?~ en dispu- 
t n  fuwo:i alrgadas oralmente t.! 21 y pl 2:2 de fel>rero de 1961 por los 
;I! .>fiarlos de ainbas partes y por el Solicitador General, siendo sus alegatos 
Ircriicnteinente intrrr:impidos por ~ i r~gu i i t a s  emaiiadas dc los magistrados 
di.1 tribunal. 

I>esl>u& de las alegatos orales, cada juez volvii> a rstudiar CI cs~icdientt.. 
loa <~lct:gatos escritos, y sus notas de los argumentos orales, haciendo luego 
la investigación de leyes y preccdcntrs que creyera nccetario. 53 La Corte, 
dt.:;~~", se rcunió para decidir el caso." Mientras que los alegatos orales 
Iialiínti sido púhlicos, esta reunió11 fuc srcreta. Después <le haberse cmitido Im 
-- 

1<1 S:>iii~iiador Gi.ricizl (Soli<:iiui Gericrnll vi iiiio rl<: io i  principales fuiieiono- 

rios <!VI i)cpsriameiiio iI<: Justicia. Normalmente Cl rcprcrrntv ;i los Estados Uiiidm 
t c  i o :  c .  e : e 1 P l  e !  (Artorney Cenerol) 
~p:i i :  8 . c  <:n persona. 

(Cada uno <la: los mapi.;tradas tiene tino o más asistenira, Ilamndr>s mi inglés 
"I<iiii clerb",  para ayudarle en sti ii>vcstigai:i6n legal. 

5' 1.a Corte norm:ilrnentc dcdi<:u dos semanas cada ~ c z  a eseurtiir u!rptos orales, 
di,si!<: ociuiirc hasta ;:l iiii (1~. abril, y irerutntementr ricuclia aligatos dc unas pocos 
c n v i  inmbi4n en mayo. So ceczichan los slegatoa deide el I~incs 11as:n rl jueiec inclusive, 
y Ii,. \icrni.s la Corte si: rviiiit. rn i<infrrr,ni.i;: :>;ira dcci i i r  los casos cuyos argumentos 
ha oído durante la icmiina. 1)urante las semanas iii iI:ir iio sc escuchan alegatos, la 
Corti time muclim scsiuties dr eonfcrrniia para i!i~ciciir i i52 rasos más rencillas que 
se presentan sin alegato oral y para drriilir riciici,inrs de cerriorari. los jiirrrs de- 
dir.:ui +.l nsio <!r w a s  siIri:! i: ,a ni i..i:,<'i:, Y r..,ía~.riAt\ I!P oninionrs. 



votos, el presidente asignó el caso a1 señor Magistrado Clark para que él 
redactara la opinibii o decisión. Esta fue pasada todavía eii privado, a to. 
dos los otros magistrados para que hicieran sus comentarios y sugirieran 
cambios. Cuando estuvo ya en forma defiiiitiva y firmada por cinco magis- 
trados, fue leída el 17 de abril de 1961 como opinión (o  decisión) de la 
Corte, rechazando el razonamiento de la Corte Suprema de Delaware y devol- 
viéndole el caso para que fallara en favor de Burton. Un sexto magistrado 
emitió una opinión separada, y ires de los magistrados disintieron. La Corte 
de Delaware, en consecueiicia, dejó a un lado su fallo anterior y volvió a 
poner eri vigor el del tribunal de primera instancia, concediendo a Burton 
una "injunction". De no haberlo hecho así, la Corte Suprema, a petición 
de Burton, podría haber emitido un decreto definitivo rn  su favor. 

Bajo vuestro sistema, probablemente Burton, para evitar el juicio or- 
dinario, acudiría ante el administrador arrendador, para que obligara al 
restaurant a prestarle servicio, y contra la decisión desfavorable, fundada 
en la ley estimada incoiistitucional, seguiría el amparo indirecto en contra 
de  la ley, señalando como partes demandactas al Congreso Local y al Gober- 
nador, autores de la ley, y a la autoridad encargada de su aplicación. Acu- 
diría e11 primera instancia ante un juez de Diztrito, y en segunda ante el 
Pleno de la Suprema Corte Federal. Si hubiera pedido uii juicio ordinario, 
como lo hizo Burton, ni el tribunal de primera instancia, ni la Corte Su. 
prema del Estado hubiera tenido autoridad para poner en duda la constitu- 
cionalidad de la ley de Delaware que permitía a la compañía del restaurant 
escoger sus propios clientes. Por consiguiente, Burton hiibiera perdido el caso 
en ambos tribunales. Entonces él habría podido dirigirse directamente a la 
Corte Suprema de la Nación, pero en un nuevo juicio más bien que en un 
recurso, y dirigido a la propia Sala más bien que a la Corte en Pleno. Su 
causa hubiera sido enderezada coiitra la Corte Suprema de Delaware y 
contra el tribunal de primera instancia en Delaivare. Sin embargo, estos 
tribunales hubieran sido partes demandadas sólo técnicaniente, como también 
el restaurant Eagle Coffee Shoppe, S. A. y el administrador del Estaciona- 
miento de Wilmington, en calidad de "las contrapartes del agraviado", hu- 
bieran sido también partes en el caso. Como en mi país, las partes habrían 
presentado siis alegatos a la Corte por escrito. Si se encontraba que los 
papeles estaban en regla, el secretario ("clerk") de la Siiprema Corte Iiubiers 
- 

Si  el  Presidente de In Corte (Chiel Iusticel difiere de In decisión de la <Rrtll 
el  miembro m& antiguo de la mayoría decide quién redactará la opinión de ésta. 
Cualquier juez del tribunal que así lo desee puede redactar sil opinián. sra cn canfor- 
midad a eii disconformidad can 13 npinión de In  mayovía. 



rirriado el expediente entero al Procurador General <le la República, '~parii 
que él pida lo que a su representación convenga". 

Ilasta aquí los  rocedi di mi en tos de los dos sistemas parecen bastante seine. 
jantes; pero ahora la semejanza va a dejar de existir. Según yo entiendo 
vuestro sistcma, d presideiite de la Sala de la Corte turna el expedieiite a 
uno <le los ministros para que formule el proyecto de scntericia, y generai- 
mente sólo este proyecto es enviado a los otros miiristros para su estudio 
con antelación a la audiencia. Esta audiencia consiste en una discusión 
pública del caso por los ministros enfocáiidose la discusión alrededor del 
proyecto, p i ~ o  sin que participen eii ella las partes en litigio ni sus abo- 
gad-os. Luego se ~ ~ r o c e d r  a la votación y se anuncia su resriltado. Asi pues, 
vuestro omite por completo la audiencia ~iública tal como se 
usa entrc nosotros; por otra parte, las materias discutidas por vuestros mi. 
nistros y sobre las cuales emiten $u voto, son tratadas por los nuc-tros a 
puertas cerradas. 

El fallo de vuestra Corte seria exactamente como el de  la iiuestra, en el 
sentido de qur devolreria el raso a la corte drl rsta<li~, yai-a qire diera riii:t 

nueva decisión de conformidad con el fallo dc la Siiprenia Corte Fcileral rii 
cuanto a los ilerectios coiistitiicionales del demandanir. 

Algr~nns sernejanzu* entre los do.? sistemas. La doeiriiia básica de liuestros 
doi sis!<,inas rs que cualqiiier Icy, dicreto o edicto que esté en conflicto coi1 
las garantías de la Constitución carece de fuerza legal desde su principio (ah 
initio), y, por lo tanto, no dehe ponérsile en vigor, aiiir cn casos cuyos he. 
chos aritccedrn a la declaración de  fa  Corte en que se declaró su inconsti. 
tuciorialidad. Quiero poiier énfasis rii otras dos semejanzas entre el sistema 
mexicniio y el norteampricnno, que los distingue11 d-e muchos otros sistemas 
de control judicial. Ambas son rasgos Ilásicos de nuestros sistemas. La pri- 
mera es que nuestras cortes iiormalmente iio emitirán fallo sobre principios 
constitucionales etr nh:tracto, sino solamente en rclacióii con la decisión de 
iin casn eq~icífico. 

Nótrsc que he dicho que r~or~i~olrr~ente nuestras cortes no emitirán uri 
fallo ~ i ib rc  principios coiistitiicionales en abstracto. Sin embargo, hay ex- 
npciuncs rii arn!>os paisrs. Alniiiios estados irarteainericanos permiten deci- 
- " Ley di: Amparo. nriiculu 180. 

67 E;ntiendo que eii otro tiempo era práctica de 10- aliug3ilos de prestigia pírselitni 
mcniorán:li~ms. qitc eran alegatos sintéticas, a los msgictrndas de la Corte, porque se 
supone qiie 8610 coiioce el amparo el magistrado ponente; pero que esta práctica era 
completamente extralegal y aún antijuridics, ya que los ~iiemorándtimr en rueitión 
tceiaii tiii r s r á c t ~ r  pri;ado, y ha sido nltnndona,la. 



siones de carácter consultivo, a petición de cualquiera de las cámaras de la 
I.egislatura, o a petición del gobernador. Desafortunadamente, también nues- 
tra Corte Suprema ha aceptado a veces lo que parecía en la superficie ser 
una contienda real entre partes rivales, cuando de Iiecho no era más que uii 
juicio simulado, eii qiie ambas partes deseaban la misma decisión. Esta es 
una deficiencia seria que discutiré más adelante. Vuestro país fue más con- 
sistente haita quc se hicieroii las enmiendas de 1950 a la Ley de Amparo. 
El artículo 195 dice ahora: "Si los Tribunales Colegiados de Circuito susten- 
Lan tesis contradictorias en los juicios de amparo materia de su competencia, 
los ministros de la Suprema Corte de Justicia, el Procurador Geiieral de 
la República, o aquellos tribunales podrán denunciar la contradicción ante 
la Sala que corresponda, a fin de que decida cuál es la tesis que debe pre- 
valecer." De maiiera scmrjeuti, el artículo 195 bis establece: "Cuando las 
Salas. . . sustentan tcsis contradictorias. . ., cualquiera dc esas Salas o el 
Procurador General.. . podrán denunciar la contredicción ante la. .  . Cor- 
te.. . . en Pleno." Y a6adc: "Taiilo en este caso como en e1 previsto en el ar. 
tículo anterior, la resoluciún que se dicte será sólo para la fijación dc In 
trsis jurisprudcncial y no afectará a las situaciones jurídicas concretas, deri- 
vadas de las sentencias contradirtoriai en el juicio en que fueron pronuw 
ciadas". 

La segunda semejanza es que las cortes de amhos países no dncideii direc- 
tamente sobre la validez dc las leyes y no anulan las que encuentran ser 
inconstitucionales. Por el conirario, la sentencia es obligatoria sólo para las 
partes interesadas en cl caso. La ley misma permanece en las compilaciones 
de leyes, y puede servir de base, o ser mantenida en vigor contra otros, a 
ineiios que su validez haya sido puesta en litigio otra vez. 

Esta es una doctrina que, quizás, es mal entendida coii frecueiicia al 
menos en mi propio país. A ella le haii dado importancia primariamente los 
que derivan de Montequieu su propia teoría de organización gubernamental, 
y desean reconciliar el control judicid de la IegislaciGn con la estricta teoría 
del autor francés de la separación de podercs. Este modo cle razonar ha causa- 
do, con demasiada frecuencia, que escribamos y aún pensemos de una manera, 
mientras vivimos y obramos de otra. Esto es verdadero en nuestros dos paises. 

La realidad pura es que en mi país una decisión definitiva de la Suprema 
- 

68 Tal ley seno inconstitucional en los Estados Unidos de Aniiriea. Veasa United 
States v. Evans, 213 U.S. 297 (1909), donde se reliusó procedrr, bajo una ley que 
disponía que "en todo procedimiento criminal los Estados Unidos.. tendrán el  mismr 
derecho de apelación que se concede al demandado.. . con tal qtie.. un veredicto o. 
favor de1 demandado no ?ea anulado". 



Cortc e:i que di:ciara que una ley o dciretsi porticiiiar is incoiistitiicioi~al ticiic 
virtualniente el mismo efecto que la al>rogari<iii de la mi.sma. Una sola sen- 
teiieia o fallo con.eguirG este cfccto, p i i ~ t o  que iiosotios no tencinos el rc- 
quisito J e  "cinco ejeciitorias iio interrunil~idas" para eital>lecrr la jiirisprii- 
derirla. Bajo iiiiestrn ti,orin legal, la jurisprudeiicia de la Alia Corte cs olili- 
gatorin para la adiiiiiil~irncióii, corno tanibi6ii para los tribunales. t'or csta 

rx~i>;:. una vez qiie si, iia declaradi> la inrijiistitucionalidad di, una ley, cea 
ley n:) ha de  secuirsr cumplieiido por el poder encargado de  esta fuiición. 
No tiindria objeto la insistrncia, pues otra persona lesionada por ella, de 
nucco se presentaría aiits las cortes, y éstas de nucvo declararían su incons- 
titucionolidad e inra l id :~~ y así sucesivamente. Como ha dicho un juriscoiisul- 
io chileiio, "la Cortc: Siiprrma Federal de Washington tiene una aiiioridad 
moral tan graiidc. c,ur .si dcclara una ley iiicoiistitucional, le cierra de una 
vez por todas sri aplicacii,n judicial e induce a los compiladores de leyes a 
i:liminar de sus rccol>iicciones 103 textos así censurados". 

filiichos escritori,= lian I l ~ ~ a d o  a la conclusión de que el sistema mexicaiio 
í.3 difrrente a caii5-i <Ir la previsión del articulo 107 de Ia Coiistitu~:iÓii que 
dicr: "La scntcncia srri ~ i e m p r r  tal, qiie sólo se ocupe de individuos purti- 
ciilarc-., limitiiidosr T. nn~~iararlos y protejerlos cii el caso esprcial sobre el 
qiizt verse la q u ~ j a .  .sin Iincer un:,. Erclarrición grneral ris[ii.cto de la ley o 
ar:to que la mot i l~ r r . "  Estn frasc, enipero, podría creerse: sacada de los 
falloi <le la Cortr :;iipr,viia de los E~tados  Unidos. Es más, parece cstar en 
oon~i~;iiliccióii con el articiilro 193 de In I.i!y de Amparo, que o rd~ i i a  que 
"la jiirispruder>ria qiir, rsiahleaca la Suprema Corte.. . sobre interpreta- 
ción (Ir la Coiistiiuci6ii. . . <.S obligatoria" tanio para ella como para los otros 
tribuiialrs judiciales rlc la l.'edrrnrión, de los C.;ta<l«s )- los Tlistritos Federales, 
así como para las jiiiitti- <le conciliación y ~rbi t ra je .  Claro qiie esa juris- 
prudeiicia no corisist~ vii la; 9enicncias puras, sino en las reglas generales de  
interliretación qiic ciiia1ir.n de cll:~. 1.0; resúmenes de jurisprudencia y de 
$6 te-i . relacioiirdns riiii csi,il,lecrn ~>re~ccdcnbe", pulilicados en l o  apéndices 
dr iuestro Sernri~mrir> Jiidicinl, no ililirri.:~ de los que se ciicuvtitron en las 
coiistitucion~s ronieiiisdas y las c<ilrccionrs de sentencias de  mi propio 
1'"í'. 

I1e notado que existe, por parte de los sabios jurisconsultos nicxii:niii~:, uii 
rccoaocimirnto cada día mayor ~ I r l  importante paprl qiic desempeña la ju- 
risprudencia como futate de derecho, incliiso el derecho fundamental o con-. 
titucional. Coiito Iia llegado a decir: "hluy pocos Eon ya los tratadisias que 

6s EIoracio C.&i;:.a.iir. R.trr..cr. Ln Corte .Sui>i-enrn (Santiago, 19401, t i  151 
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piensen que la función judicial consiste solamente en la realización de nn 
proceso deductivo." Go Narciso Bassols ha dicho que en materia de amparo, 
conocer la jurisprudencia es tanto como conocer la institución. 61 Esta es una 
actitud muy realista, tanto que hace que un ahogado iiorieamericano sc sienta 
en terreno familiar leyendo viiestra literatura legal. 

La diferencia entre nuestros dos sistemas, por lo tanto, no e3 una diie- 
rencia filosófica en cuanto a la función dc los precedentes en la creación 
de la ley, sino el hecho de que vuestra Ley de Amparo restringe el efecto 
de la jurisprudencia a los tribunales y a las juntas de conciliación y arbitraje. 
No estoy seguro siquiera de que esto constituya una diferencia tan grande 
cnnio suponen algunos escritores. En efecto he leído en vuestra literatura 
legal que "aun cuando la Suprema Corte de Justicia haya sentado jurisprti- 
dencia firme sobre un puerto coiistitucional, el Ejecutivo no puede suspender 
la aplicación de la norma legislativa declarada inválida, pues la jurispru. 
dencia sólo obliga al Poder Judicial.. . Si el Legislativo insiste y sostiene 
su ley inconstitucional y no la ajusta a la jurisprudencia, se mantendrá el 
conflicto indefinidamente, aplicándose la ley a quien no la reclame, y deján- 
dose de cumplir en los casos en que los tribunales así lo resuelven."e2 Ri- 
cardo Couto lo expresa de una manera un tanto diferente: "Excluye a las 
autoridades administrativas de la obligación de respetar la jurisprudencia, 
para ellas, la jurisprudencia es letra muerta; no tienen la obligación de 
obedecerla." 91 Esto dista mucho de decir que no pueden obedecerla. Ya en 
1876, José María Lozano escribió: "La ley anticonstitucional, herida en cada 
a s o  de aplicación, en nombre del derecho individual, se hace imposible, 
se anula sin necesidad de una declaración general"; y Gabino Fraga ha 
declarado recientemente: "Como la jurisprudencia así formada obliga a los 
Tribunales federales y locales, y como normalmente son ellos los que conocen 
de los actos de la Administración, ésta tendrá que sujetarse también a dicba 
jurisprudencia para evitar la invalidez de actos siibsccuentes." 8" yo repi- - 

Bo Ricardo Cou~o. Tratoda Teórico-Práelico de la Suspensiói~ en el Amparo (F 
ed., 1957), p. 205. 

01 Improcedencia y Sobreseiniiento en el ,Impuro (19301, p. 9. 
62 ReuUta de lo Escuela de Iurúprudencia (>lClexico), tomo 4, p. 250 (1942). 

Supensión en el Amparo (19571, p. 209. 
64 Trotado de los Derecho del Hombre (1876), citado en Mariano CORONADO, 

Elementos de Deredo Constitucional Mexicano (3' ed., 1906), p. 171. 
86 Derecho Administrntiw, (8' ed., 1960). p. 115. Véase al mismo efecto Couto. 

op. cit., p. 34: "Prácticamente.. sucederá que la ley quedará en desuso por virtad 
de la acción jurídica, ya que las autoridades dejarán de aplicarla, sfguras d e  la in. 
utilidad de su aplicación". 
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to las palabras de Mariano Azuela: "No es necesario atacar la ley cn nm- 
paro pui~sto que la autoridnd encargada de aplicarla no la aplicaría." @" 

Hasta las refornias de 1950 a la Ley de Amparo existía, por supuesto, otro 
problema serio qlie srparaba o diferenciaba a nuestros dos sistemas. Según 
la jurisprudencia establ~cida anteriorm~nte: 'Cuando una ley lleva en si 
misma uii principio dc ejrcución. el término para interpoiier cl amparo, debe 
contarse a partir de la fecha en q i ~ c  dicha ley entre en vigor; pues si se deja 
transcurrir mayor tirmlio, y se alega que la lcy t:n sí no se ha aplicado, debe 
reputarse r l  acto conio const,ritido." El artículo 22 limitó este tiempo a 
treinta días. l'or con~i~i i ientc  todas las partes afectadas tenían que entablar 
litigio dentro del período de treinta días o perdían para siempre la posibi. 
lidad de entablarlo. Esto llevó a la anormalidad de que uiia ley declarada 
inconstitucional para ciertas personas continuara cn vigor y hasta pudiera 
ser inatacable, por Iiaber transcurrido el tiempo de impugnarla, para otras. 
G t o  no sólo era irracional en sí mismo, sino que también parecía infringir 
el artículo 13 de la Constituciún: "Nadie puede ser juzgado por leyes priva- 
tivas"; porque c~eii~ialmentc este carácter venía a tomar aquella ley. Este 
cstados de cosas sufrió un cambio con la reforma de 1950 al artículo 107 dr. 
la Constitución, que abrogó el límite del tiempo, diciendo, "podrá suplirse 
la deficiencia de  la qiieja cuando el acto reclamado se funde en leyes decla- 
radas inconstitucioiiales por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Jus- 
ticia." @'S Con esta refor i~n Y I I P C ~ I . ~  sistema ~ i i i o  a acrrcarse aíin más al derc- 
cho norteaniericono. 

Sumario y algunos prohlcmu. Eii suina, nuestros sistemas se basan am. 
hos en la premisa básica de que ciialquiera ley, decreto, o edicto que esté 
cn conflicto con las garantías coiistitucioiiales, es nulo. Difierrii solamente eti 
cuanto al  procedimieiito a seguir para establecer su incuii~titucionalidad. 
Aquí la diferencia mis  significatira es, no que México use un juicio especial 
para mantener cn vigor los derer!ios indiridiia!es garantizados por su Cons- 
titución, sino el hecho d r  quc limita ln nutcridnd para decidir problemas de 
c.iinstitiicioiialidad a las cortrs fedcrales. 

Una de las pri~icipalvs críticas <lirigidas coii~ra el sistema norteamericaiirb 
cs que es demasiado lento cii Ilrpir a (lar ~olucioiies o respuestas definitivas 
a pmhlenias coii~ti t~icionalr~,  privando de wie modo al si.qtema legal d r  
-~ 

""\'ase m& erriiia, nota 4-1. 
07 Senuinurio Judicial ric l a  Iíedciucióri. .Y C,8i>cu, 4ptiidier a! tomo 97, p. 230. 

Esto implica que se avrecia lii reelama<:iúu rninii si i c  hubicse dirigido normal. 
i i iLr i l r  ronrrri la propia Ir.!-. j ir,> io!:!zrii:ite contra el ai!o adrnjnistratiro. Ignacio Ruii. 
roh. P.'! Juicio dc  Anii>:iio íjQ<.ii., IIiC::, 1111. 262263. 



aquel grado de certidumbre que inuchos creen scr esencial. Una ley puede 
permanecer en los códigos sin ser impugnada o puesta en litigio por mu. 
chos años, y puede ser declarada inconstitucional después, cuando un  litigan- 
tc presenta el problema de su validez en el caso que a él se refiere. Vttestro 
sistema ha tratado de precaverse contra esto, por lo que toca a cualquier ley 
que lleva en sí misma un principio de ejecución, exigiendo que sea impug. 
nada o puesta en litigio dentro de treinta días, a contar de la fecha en 
que tal ley entre en vigor; pero esta limitación parece haber sido abandonada 
por la "Reforma Miguel Alemáii" dcl aíio 1950. ES verdad, en efecto, que 
el sistema norteamericano es demasiado lento, aún después que el problema 
coiistitucional ha sido preseniudo rn un tribunal de primera instancia, puesto 
que pueden pasar muchos meses, y aún aíios, hasta llegar a la Corte Suprema, 
la única que puede dar tina decisión definitiva. De semejante manera, en 
vuestro sistema puede perderse miicho tiempo antes de que la parte quejosa 
pueda iniciar un juicio de amparo, ya que tal juicio se promueve solamente 
" en contra de las sentencias dc/initizas dictadas en los juicios civiles o pena- 
les", lo cual significa, "las que decidan el juicio en lo principal, y respecto 
de las cualcs las leyes comunes no conceden ningún recurso ordinario por 
virtud del cual puedan ser modificadas o revocadas.'' Si la queja es contra 
actos de autoridades distintas de las judiciales, el demandante tiene que ago- 
tar sus recursos administrativos, antes de requerir un juicio de amparo; y 
- 

Reichart v. Felps, 73 U.S. ( 6  Wall.) 160 (1868), invalid6 una ley dada eii 
1812 que estnblecia un procedimiento para reexaminar problemas de titulo de tierras 
en el Territorio Noroeste. Myers v. United States, 2 i 2  U.S. 52 (1926) invalidá una ley 
de 1876 que dicponia que el Presidente podia remorcr de su puesto a un Director de 
Correos solamente con el  consentimiento del Senado. Por supuesto, cada uno de estos 
cama envolvía en si un  cs iucr~o reciente para aplicar la  ley, pues de otro modo se 
hubiera denegado el litigio por la doctrina dc que alguien que por negligencia deja 
de reclamar sus derechos, pierde el derecha de hacerla. Normalmente las 'leyes de li- 
mitaciones" exigen que las juicios civiles sean ineoados dentro de seis años, o menor, 
y la mayoria de las crimenes, con la excepción del homicidio, deben ser procesados 
dentro de tres años. 

Al Articulo 73, Fraoción XII de la Ley de Amparo se añadió la siguiente: "No 
se entenderá consentida tácitamente una ley, a pesar de que siendo impugnable en 
amparo desde el momento de su promlilgaeión, en los t tm inos  de 1s Fracción VI 
do este articulo, no sc haya rcci~modo, sino sólo en el  esso de que tampoco se haya 
interpuesto amparo contra el primer acto de sir aplicación en relación con el  quejoso". 
Esta se creyó conveniente, pues iio existía ni  existe uli criterio firme para determinar 
cuándo una ley es auto.ejecutiva o auta.aplieatii.a, y asi se otorgan d w  oportunidadr:~ 
al  afectado por esta clase de disposiciones. 

To Ley de Ampara, artículos 45 y 46. 



uún entoiices &te debe ser entablado ante un juez de Distrito. E5t0 puede 
significar uiia cantidad considerable de tiempo. Pero si la queja coiisiste en 
que la ley que las autoridades admiiiistrativas han aplica<io es iiicoiistitu~ 
cional, el demaiidaiiti: puede acudir inmediatamente al jiiez de Disiriio eii 
amparo indirecto o de doble instancia contra la ley. si11 agotar los rccursos 
;idrninistrativos. 72 La parte que pierde el caso acudirá a la Cuprcrnn Corte 
en Pleno. 

Eii los Estados Unidos, una vez que las partes Ilegaii a la Corte Supr<:ina: 
pueden estar seguras de una decisión bastante pronta de su caso. Esta Corte 
tieiie sus sesiones desde principios de octubre hasta junio, y la mayor parte 
de ¡OS casos presentados antes de encro son decididas antes de que se suspen- 
dan las sesiones para el vernno. Aunque eiiiite fallo definitivo en ccntenarcs 
de casos cada año, qiie oicilaii entre 1,600 y 1,1100, la mayor partc de las 
dccisioncs coiisisteii, y3 en negar la petición de ceriiorari, ya en corifirmar 
el fallo de la Corte inferior, sin cniitir oliini6n ninguna por escrito. En rea- 
lidad, la mitad de los casos, poco más o menos, que IIegan a la Corte Suprema 
FOII peticiones in forma pauperis, ?" dirigidas por criminales convicios; y 
aunque algunos dc los casos que pasan a la Cortc con este caricter soii muy 
importantes, los alegatos prcscritadoi en la mnyoría de tales peticiones carecen 
de fundamento, y no se necesita muclro tiempo para resolverlas. Los magis. 
trados rcdactan extensas opiniones eii itn número de casos que varia entre 
103 y 200 por año. '" 

Desafortunadarncnte el panoranla mexicano no es tan optimista. Ya en 
1907 uii antiguo rniiiistro de vuestra Liiiprema Corte, Miguel Bolaños Cacho, 
rscri!iiS: "La gran cantidad de expedientes que se tramitan hace casi im. 
posible el despacbu oporti~rio de ellos.'' '"11 el mismo año Isidro Rojas y 
Francisco Pascual Garcia, en su libro "El Amparo y sus Reformas" expre- 
saron su temor de que "la institución misma del amparo.. . moriría sofocada 
hajo el peso de los iniiumrrahles expedieritrb a que da origen." 'O Por cierto 
- 

7' id., artículos 73 (XVI y 
72 Apéndice o1 Sen~nnorio jirdiei<il de ln Federación, tomo 2", 1955, p. 214, te- 

sis 96. 
Estas con peticiones presentadas por personas pobres, sin Iiaber pagado los dc- 

rechos rci.lamentnri<is, y sin hnber sido prescniadas en formo impreca; pueden esta) 
eseritns n máquina, o aún escritas a mano. 

74 Véase la interesante dircusión titulada "The Sirprernc Coj~ri ond I t s  Cese L o o d .  
por IVilliarri O. DOVGLAS, magistrado de la Corte, en Coinell Lo?<, Qiinicrrly. toino 45. 
número de la primniera de 1960, pp. 401-414. 



que la Ley Orgánica contiene medidas que se dirigcii U hacer iniposible la 
dilación en la Suprema Corte, exigiendo una decisión definitiva dentro de 
cuatro meses, a contar de la fecha en que se presentó la demanda en debi- 
da forma ante la Corte. Sin embargo, parece que estos requisitos no se 
cnmplen casi nunca. Yo he examinado los primeros 116 "amparos directos" 
de que se informa en el tomo 96 del Semanario Judicial de la fideroción. 58 

época, que son todos los que fueron decididos en el mes de abril de 1948, y 
he enconirado que ni uno de ellos había sido decidido dentro del 11eríodo 
exigido. Más de la mitad de ellos habían sido retardados un año, por lo 
menos, despuas de haber pasado c1 plazo máximo de la ley, y dos habían 
estado pendientes durante 12 y 15 años respectivamente. '3 Tres años más - 

77 Véase Ley de Amparo, ardculoa 168, 169, 179 a 182, 185 y 188, que ordenan: 
El quejoso debe presentar su demanda por escrito, mandando copias a la autoridad 
responsable y a las partes que intervengan en el juicio en que se dictó la sentencia 
recurrida. La autoridad responsable tiene que rendir su informe de justificación dentro 
do1 término de tres dias. Entonces la Corte admitirá la demanda y mandará pasar el 
expediente al Procurador General para que este funcionario, o su agente, pida dentro 
del término de diez diss lo que a su representación convenga; y las otros participante, 
incluyendo las terceros perjudicados, podrán presentar sus alegaciones por escrito den. 
tro del mismo plazo de diez dias. Si el Ministerio PGblico no devolviere los autm 
dentro del término seíialado, la Suprema Corte mandará recogerlos. Devtielto el ex. 
pendiente, el presidente de la Sala mandará turnarlo, dentro del término de diez dias. 
al  ministro relator que corresponda, a efecto de que formule por escrito, dentro de 
treinta dias. cl proyecto de resolución redactada en forma do sentencia. Copias de 
dicho proyecta se pasarán a los demás ministros que integren 1s Sala para su estudio, 
y al mismo tiempo el presidente fijará la fecha de la audiencia en sue  habrá de di* 
cutine y resolverse, dentra del término de diez días, contados desda el siguiente al en 
que haya distrihuido cl proyecto formulado por el ministro relator. Se hará la 
votación durante la audiencia, y si el proyecta fuere aprobado sin reformas, se ten- 
d r i  como sentencia definitiva y ae firmar8 dentro de los cinco dias siguientes. Si 
iio fuere aprobado el proyecto, se designará a uno de las ministros de la mayoris 
para que redacte la sentencia de acuerdo con los hechos aceptados y los fundamenta, 
legales que se hayan tomado en eonsideracih al dictarla, debiendo quedar firmada 
dentro del término de quince dias. Durante estos cinco, o quince dias, según Iw casos, 
cualquiera de los mi~istros puede rednctnr tina opinión, expresando su acuerdo 
a su disconformidad. Asi, pues, la cantidad máxima de tiempo permitido, s menos 
que la Sala expresamente conceda una prórroga, es de 75 días. 

7s 62 de las demanda habían sido prccentsdas en 1947. El niimero de las presen- 
tadas en años anteriores es como sigue: 1946, 26; 1945, 14; 1944, 3; 1943, U: 1936, 1;  
1934, 1; 1933, 1. Tiimbiéii examiné los 167 amparos directas que se relatan cn In 
parte 1' del tomo 95, que contiene todos las qiie fueron decididos entre el 3 de enero 
y el 23 de febrero de 1918. Encontré que dos terceras partes de ollos habian estado 
iiciidientes por más de iin año; y tres de ellos liahínn sido demoi-ados por mis <le 



tarde este estado c l ~  cosas iio IiaLía canibiado miicho, auiique un caso penal 
fue decidido en menos de cuatro mcsc?. '" 

La <livisióri de la Corte en Salas cii 19:35, la acliciún de una Sala Auxiliar 
en 1951, y la crcacióii de uii sistcma dr Tri1)rinales Colegiados de Circuito 
en cl mismo año para conocer de amparos directos cuando la demanda sc 
funda en violacioiiis conictidas durante la seciiela dcl procedimiento, no han 
sido suficientes para vencer rstas dificultadcs, auiiqur las condiciones han 
mejorado mucho. Un examen de los 108 ampnroi directos decididos por la 
Suprema Corte eii abril de 1955, -rl último año eii que el Semanario Judicial 
r presta a esta clase de estudio- demuestra que ocho casos fueron decididos 
dentro de  cuatro meses. Siii embargo, como en 1918, y en 1951, más de la 
mitad dc los casos dccididos hal>ían demorado nii año por lo menos, más 
allá del período ináxinio de la ley; y de éstos, a su vez, más de la mitad 
habían sufrido iina dilación que variaba eiiire dos y oiice acos. " 

Parece obvio, pues, que ni los E~tados  Uiiidos ni México n w  han dado 
IU última palabra solire los procedimieiitos propios para mantener en vigor 
les garantías con~titucioiialcs. Voy a pasar, pues, al examen de lac otras na- 
ciones de las Ainiric:~, para ver qu¿ contribucioiir~ 2ian hecho a las prácticas 
en este campo. Tcrrninaré luego discutiendo alguiios de los cambios intro- 
ducidos rccientement~: i n  mi propio país, en los cuales iios hemos b<!iieficiado 
no solamente dc las coiitribuciones de  estos países. sino tambiéii de las vuw- 
tras. En verdad, hay cirrto. rasgos ahora en nue7tro sistema que se aseme- 
jan más a vuestro juicio de amparo que ciialquirr otro rasgo existeiite en lo? 
días cuando vucsiroq 1iderr.s estaban criando c=ia nueva iiistituciíin, ]>ajo la 
r.r<-rni:ia de qur  estal~aii copi;iiido n .o verino <Ir1 Xortc. 

- 
quince sríoi. Los anipmos cii ririsii;,~ pnrerrn sufrir djIxi<i~~ps 11" poco mrnorrs. Los 
175 que se r:i>rttrntrari i+,lat:i<l<is rn el tomo 95, pnrtiila l", iiirluycn sólo diez que estii. 
\¡eran pen<:ientc.i por  más de trcs níi.jv. y dos tfrcrriis partes di: IUE 175 fueron sol"- 
<:iona<lus cn poco ineiias de un ~ ñ < i .  

7" El tomo 10R i~ilarni, .  sol>n: YO anipnios dirrc tos  dccididos durnntc cl mes de 
.L l> i i l ,  1951. !Iai>í.?ii liilo irrii t in<!oi coino si-:ir: 1951, 1 :  1950, 41; 1949, 29: 1918, 13: 
1917, 4;  1915. 1: 1941. l .  

80 Estos casos, rcIn!:td~s en CI torno 12.1, habían siiki pre~ei i tsdui  i:omo sicue: 1955. 
::; 1954, 4 i ;  1953, 25;  1952, 12; 1951, 8; 1950, 2: 1949, 3: 1918, 2, 1941, 1. 1.09 ocho 
t >.as r1c::ididos <!ri:tro <Ii, ci ie i rn  meses fueron amparos pcnales direiios. 
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